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ORDEN DE LA CONSEJERÍA DE SANIDAD DE RESOLUCIÓN DE LA SOLICITUD 
DE ACCESO A INFORMACIÓN PÚBLICA FORMULADA POR                                               
 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- Con fecha de entrada en el registro de 1 de enero de 2024,                                                             
, presentó formulario para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, por medio 
del cual solicita el acceso a la siguiente información:  

“Solicito, del año 2022: El número de controles oficiales que no se habían previsto 
originalmente, y que hayan resultado necesarios a raíz de la detección de un caso de 
incumplimiento por el mismo operador durante un control oficial realizado en un 
establecimiento alimentario, de conformidad con el Reglamento (UE) 2017/625 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2017, relativo a los controles y otras actividades 
oficiales realizados para garantizar la aplicación de la legislación sobre alimentos, y se hayan 
realizado para evaluar el alcance y el impacto del caso de incumplimiento o para comprobar 
que se ha subsanado el incumplimiento, tal como se contempla en el artículo 79.2 del citado 
Reglamento. 
2. En el año 2022: El importe total de las tasas percibidas por los controles que no se habían 
previsto en las inspecciones sanitarias de los establecimientos alimentarios. 
3. Conocer si las tasas percibidas en el año 2022 por los controles que no se habían previsto, 
se han calculado a tanto alzado en función de los costes totales de los controles oficiales o 
sobre la base del cálculo de los costes reales de cada control oficial, de acuerdo al artículo 82 
y 85 del Reglamento (UE) 2017/625. 
4. El estudio de los costes totales de los controles oficiales que no se habían previsto y el 
importe total de estos costes totales en el año 2022, de acuerdo al artículo 81 y 85 del 
Reglamento (UE) 2017/625. 
5. La identidad de las autoridades u organismos responsables de la percepción de las tasas 
previstas por los controles que no se habían previsto, tal como se precisa en la Comunicación 
2022/C 467/02 de la Comisión, sobre la ejecución del Reglamento (UE) 2017/625 del 
Parlamento Europeo y del Consejo.” 
 

             Con fecha 2 de enero de 2024 esta solicitud fue remitida desde la Dirección General de 
Transparencia y Buen Gobierno al Servicio de Estudios, Documentación y Estadística de la 
Consejería de Sanidad, órgano competente para su tramitación. 
 
SEGUNDO.- Desde el Servicio de Estudios, Documentación y Estadística se solicitó al centro 
directivo competente que informara sobre el objeto de la solicitud. Recibida la correspondiente 
información, por parte de dicho Servicio se procedió a la tramitación del presente expediente.  

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- La competencia para resolver la solicitud de acceso a la información formulada 
por                                                              corresponde a la persona titular de la Consejería de 
Sanidad en virtud de lo dispuesto en el artículo 7.1.a) de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, en cuanto competente para 
resolver las solicitudes que se refiera a documentos en poder de la Consejería o de sus 
Organismos Autónomos, en este caso de la Gerencia Regional de Salud.  
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Por Orden de la Consejería de Sanidad de 4 de noviembre de 2019 se delega la firma de 
las órdenes por las que se resuelvan las solicitudes de acceso a la información previstas en la 
Ley 3/2015 en el titular de la Secretaría General de la Consejería de Sanidad. 

SEGUNDO.- Son aplicables para la resolución de la citada solicitud en materia de acceso a la 
información pública, el artículo 13.d) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el artículo 12 de la Ley 19/2013, de 
9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (LTAIBG) 
y el artículo 5 de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de 
Castilla y León. Asimismo, es de aplicación el Decreto 7/2016, de 17 de marzo, por el que se 
regula el procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública en la 
Comunidad de Castilla y León.  

TERCERO.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, se entiende por 
información pública “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, 
que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título 
y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”.  

Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en 
relación con información que ya existe, por cuanto está en posesión del organismo que recibe 
la solicitud, bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha obtenido en ejercicio de 
las funciones y competencias que tiene encomendadas.   

 La información que se solicita se refiere a contenidos o documentos elaborados por la 
Administración en el ejercicio de sus funciones, por lo que resulta de aplicación para su 
tramitación y resolución las previsiones contenidas en dicha ley.  

El acceso a esta información no se encuentra limitado por ninguno de los límites 
contenidos en el artículo 14.1 de la Ley 19/2013, y tampoco contiene datos personales sujetos 
a la protección establecida en el artículo 15 de esa misma ley, por lo que procede el acceso a la 
información pública solicitada. 

Atendiendo a lo informado por la Dirección General de Salud Pública, para dar respuesta 
a los puntos 1 al 4 de la solicitud formulada, sería necesario revisar, de forma manual y de uno 
en uno, cada uno de los 109.210 controles registrados en la aplicación Documentos de Control 
Oficial (DOCO), un número muy elevado de documentos, para poder extraer información 
concreta que posteriormente es necesario elaborar para poder dar respuesta a lo solicitado. Por 
tanto, es necesario realizar una acción previa de reelaboración para obtener la información y 
dar respuesta al solicitante, resultando de aplicación lo establecido en el apartado 1.c) del 
artículo 18 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, que establece como causa de inadmisión a trámite de las solicitudes 
de acceso a la información pública las relativas a información para cuya divulgación sea 
necesaria una acción previa de reelaboración. 

             Así, el criterio del Consejo de Transparencia sobre reelaboración, CI/007/2015, de 12 
de noviembre, al amparo de lo dispuesto en el artículo 38.2 a) de la LTAIBG, ha manifestado 
lo siguiente: “En cuanto al concepto de reelaboración, debe entenderse desde el punto de vista 
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literal que reelaborar es, según define la Real Academia de la Lengua: «volver a elaborar 
algo». 

              La Comisión alude, entre otras resoluciones, CT-216/2019, al Consejo de 
Transparencia en su CI/2007/2015, de 12 de noviembre: Entiende el Consejo como causa 
justificable de reelaboración cuando un organismo o entidad carezca de los medios técnicos 
que sean necesarios para extraer y explotar la información concreta que se solicita, resultando 
imposible proporcionar la información solicitada. Cita también la Comisión al Consejo catalán, 
el cual considera como concepto de reelaboración el hecho de “que la información solicitada 
corresponda a un lapso temporal muy amplio, de modo que haya que buscarla entre varios 
expedientes cronológicamente alejados e incluso entre varios contenedores o ámbitos físicos 
de archivos de documentos”. Añade asimismo “que sea necesario obtener la información 
solicitada de un número muy elevado de documentos y de expedientes diferentes, especialmente 
si se encuentran dispersos, bien sea por razones cronológicas o de cualquier otra índole”.  

Por lo que respecta al punto 5 de la solicitud formulada, procede conceder el acceso a 
la información solicitada consistente en que la Ley 12/2001, de 20 de diciembre, de Tasas y 
Precios Públicos de la Comunidad de Castilla y León establece el régimen jurídico de las tasas 
y los precios públicos propios de la Comunidad de Castilla y León que perciban la 
Administración General e Institucional de la Comunidad. Información a la que se puede acceder 
a través del siguiente enlace: 

https://tributos.jcyl.es/web/es/informacion-tributaria/tasas.html 

Es la Dirección General de Salud Pública quien tiene la competencia en el control 
sanitario de los riesgos para la salud derivados de los alimentos y productos alimenticios, según 
lo establecido en el DECRETO 12/2022, de 5 de mayo, por el que se establece la estructura 
orgánica de la Consejería de Sanidad. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 22.1 de la LTAIBG, el acceso a la 
información se otorga en el momento de la notificación de la presente resolución que, en el caso 
que nos ocupa, se realizará por vía electrónica, en los términos señalados por el interesado. 

 
Por todo lo expuesto, en virtud de los antecedentes de hecho y en base a los fundamentos 

de derecho recogidos en la propuesta del Servicio de Estudios, Documentación y Estadística, y 
de conformidad con la normativa de pertinente aplicación,  

 
RESUELVO 

 
Estimar parcialmente la solicitud formulada por                                                             , 

concediendo el acceso a la información solicitada que se contiene en el fundamento de derecho 
tercero. 
 

Podrá reutilizarse la información facilitada de acuerdo con lo dispuesto en los apartados 
5 y 7 del artículo 9 de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana 
de Castilla y León.  
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Notifíquese la presente orden al interesado, indicando que contra la misma podrá 

interponerse, con carácter potestativo, reclamación ante la Comisión de Transparencia, en el 
plazo de un mes contado  a  partir  del  día  siguiente  al  de  su   notificación, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 8 de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, o bien  directamente recurso 
contencioso administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Castilla y León, en el plazo de dos meses, computado desde el día siguiente al de 
su notificación, en virtud de lo dispuesto en los artículos 10 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  

 

EL SECRETARIO GENERAL  
Por delegación de firma  

(Orden de 4 de noviembre de 2019) 

Israel Diego Aragón 
 

 


